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& Resumen/Abstract: El Estado de Bienestar se ha desplegado durante los últimos treinta
años en España con sus peculiaridades y contexto (1978-2008, periodo referido).
Manifestada la crisis del clásico modelo keynesiano a nivel internacional desde mediados de los
setenta y aquí en los ochenta, se impuso progresivamente la necesidad de reestructurarlo, y
redefinir el papel de las administraciones públicas y sus lógicas de actuación. Tras una profun-
da revisión bibliográfica y seguimiento del debate doctrinal, analizaremos los principales efec-
tos de índole socioeconómica, política e institucional de dicha crisis, así como las
transformaciones que acarrearon tanto en su contenido como en su forma de gestión, puesto
que la encrucijada acaba afectando también a su propia legitimidad. 

En consecuencia, los diferentes actores públicos y sociales en la búsqueda del bienestar van
adquiriendo diverso protagonismo, si bien las familias mediterráneas vienen manteniendo su
papel amortiguador, en especial en momentos de recesión. Por tanto, van reavivándose los
debates ante las incertidumbres de su futura sostenibilidad. Puede decirse, en definitiva, que al
EB viene aplicándosele, junto a los constantes reajustes materiales, mediante vías estratégicas,
una reforma de naturaleza más cualitativa que las anteriormente realizadas.&

& Palabras clave: administraciones públicas, cambios, pluralismo de bienestar, políticas 

sociales, familia.
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INTRODUCCIÓN

Debe señalarse, en principio, que para realizar un análisis completo de la aparición y evo-

lución de los Estados de Bienestar (en adelante EB) habrá de tenerse en cuenta tanto los fac-

tores de la oferta como los de la demanda, puesto que ambas vías constituyen posibles teorías

explicativas, al deber considerarse no sólo los elementos estructurales, sino también los insti-

tucionales1. De ahí que lo más completo y asumido por buena parte de los expertos sea una

interpretación que aúne estos tipos de análisis2. Asimismo, la construcción del EB responde a

ciertos procesos históricos propios de cada país, en los que intervienen un complejo conjun-

to de variables relativas a su desarrollo económico, estructura de clases, formas de represen-

tación y movilización política y social, entre otros, factores que derivan en peculiaridades

específicas de cada uno y que marcan, en consecuencia, diferencias entre ellos.

Existen una serie de factores que, en tanto que rasgos institucionales del Estado, acaban

incidiendo en un mayor o menor crecimiento de los programas y gastos sociales, siendo las

principales variables de cada uno de ellos las siguientes: en el sistema político, la competen-

cia electoral es condicionada por la participación política, el comportamiento y papel de los

líderes políticos, el ciclo político electoral (proximidad entre elecciones) y los fallos en el mer-

cado de intercambio político; en la transformación institucional del Estado repercuten la for-

mación de las autonomías, el grado de corporativismo y de centralismo estatal, y la

descentralización del gasto público; respecto a las burocracias influirán el papel y comporta-

miento autointeresado de los administradores, las elites políticas y burocráticas, los gastos

administrativos, así como el número de empleados públicos; dentro de los factores de iner-

cia de las políticas públicas afectan los cambios normativos, el efecto imitación o demostra-

ción, el intercambio entre diferentes programas de gasto público y la madurez o experiencia

temporal del sistema de bienestar social, e, igualmente, los costes crecientes repercuten en la

prestación de servicios públicos –mediante el llamado efecto de precio relativo–; y, finalmen-

te, en la estructura del sistema impositivo incidirán el grado de descentralización tributaria,

la ilusión fiscal o impuestos indirectos y el déficit público. 

Por último, en relación con el factor económico, los condicionamientos esenciales versa-

rían desde el nivel de modernización del país –en función del grado de desarrollo industrial,

tecnológico y de urbanización–; el estado de la economía –según el nivel de crecimiento o

recesión económica y de apertura comercial, de inflación, de renta per cápita–; la transfor-

mación del mercado laboral –conforme a las tasas de desempleo, asalarización, de participa-

ción de la mujer y de la fuerza laboral en la industria–; y el modo de producción, a estudiar

en función de la concentración y acumulación de capital (Ochando, C., 1999, 155-163). En

suma, puede verse cómo las principales variables obedecerán a las de tipo histórico, político,

social, cultural, demográfico y económico. 

“Aunque casi todos los estudios y argumentos predicen una influencia de las característi-

cas estatales, una segunda lectura de la literatura estatal puede sugerir un argumento inte-

ractivo. Puede que no sea posible determinar a priori las estructuras estatales que afectan al

gasto. Por el contrario, la capacidad estatal puede incrementar la habilidad de las naciones

para responder a las demandas ciudadanas más que determinar por sí mismo cuáles son estas

demandas. Esto sugiere que las características estatales pueden facilitar la influencia de las

demandas de grupos de clase y estatus. Por tanto, además de los efectos aditivos, los efectos

interactivos de los factores de oferta o estatales deben ser considerados”. (Pampel F. C. &

Williamsn, J. B., 1989, p. 46). 
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1. EL ESTADO DE BIENESTAR MEDITERRÁNEO: ANÁLISIS Y 
TIPIFICACIÓN DEL CASO DE ESPAÑA

En general, el clásico EB keynesiano ha sufrido grandes cambios tanto económicos como

institucionales, al tiempo que ha ido experimentando procesos de descentralización territorial

interna y debilitamiento externo bajo diversas presiones internacionales de organismos políti-

cos y económicos. Partiendo de tales premisas, procedemos a ver el caso español, pasando a

examinar sus peculiaridades para comprender cómo se caracteriza y evoluciona tal EB.

En nuestro país, comenzando por el trascendental cambio del régimen político –desde

uno autoritario a una monarquía parlamentaria–, así como la sustantiva transformación insti-

tucional del Estado español –desde un acentuado centralismo a una organización de autono-

mías–, se hace evidente la importancia de los factores políticos e históricos al analizar los

sistemas de protección social. Los grandes acuerdos sociales de tipo corporativista que han

tenido lugar desde la transición política –iniciados con los Pactos de la Moncloa de 1977– no

han sido continuos, si bien han tenido una enorme importancia a pesar de la escasa expe-

riencia española que se arrastraba tras la anterior etapa autárquica y de sindicalismo de régi-

men vertical (Navarro, V., 2006). Progresivamente, el proceso democratizador coadyuvó, a

su vez, al mayor protagonismo del elemento social, pues dando cabida a las demandas de los

grupos sociales –en especial al movimiento obrero y al poder sindical–3 fue legitimándose la

expansión de los gastos y las medidas redistributivas para alcanzar un mayor nivel de servi-

cios públicos. Evidentemente a todo ello contribuiría el grado de afinidad ideológica entre

aquéllos con el partido gobernante y el nivel de corporativización social4. 

En efecto, el contexto social e histórico-político inicial en que tuvo lugar el proceso indus-

trializador y la dinámica modernizadora capitalista vino a determinar las peculiaridades de

nuestro modelo de EB. Al mismo tiempo, las estructuras económicas de las que se partió se

caracterizaban por adolecer internamente de considerables desequilibrios, siendo en dema-

siada medida dependientes o careciendo de suficiente autonomía, desarrollándose el EB espa-

ñol tardíamente respecto al resto de países occidentales. 

A partir de estos comienzos, que cabe situar incipientemente en los años sesenta y de

manera clara a partir de constitucionalizarse este tipo de Estado como Social y Democrático de

Derecho (art. 1º de CE, 1978), se ha ido extendiendo durante prácticamente los últimos trein-

ta años. Dicho desarrollo en España ha estado marcado por la descentralización administrativa

autonómica en un entorno general de integración comunitaria (UE) bajo sujeciones internacio-

nales, con una progresiva transformación del papel familiar e irregular extensión y desarrollo

de la sociedad civil, y en un contexto de preocupación estructural por la economía (Moreno,

L., 2009, 346), con mayor recesión en ciertos momentos de los años 80, mediados de los 90

y ahora con el grave momento actual. La peculiaridad de su evolución cronológica estriba en

que, cuando en el resto de nuestro entorno comenzaba en los setenta la crisis del modelo, aquí

vino casi a coincidir en el tiempo con el inicio de su fundamento y consolidación y, después,

su posterior expansión en los ochenta con la reestructuración casi simultánea del mismo.

Debe recordarse, en concreto, que nuestro sistema de la Seguridad Social, basado tradi-

cionalmente en el mutualismo obrero, también ha experimentado importantes cambios, dilu-

yéndose su fuerte esencia corporativista. Esto sucedió, en especial, con ocasión de las

reconversiones industriales derivadas de la crisis de mediados de los ochenta5 y, a medida que

se ha ido fragmentando el espectro profesional, han surgido elementos novedosos de hecho
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en las relaciones de clase. En concreto, han aparecido nuevas desigualdades y hasta exclusio-

nes en una etapa tan dinámica como la actual, predominantemente tecnológica e informa-

cional. Sin embargo, curiosamente, los trabajadores de tales sectores, junto a los autónomos

y numerosos directivos, son quienes vienen recorporativizando el sistema a través de nego-

ciaciones sectoriales de sus particulares condiciones laborales, invistiendo al sistema nueva-

mente de tal naturaleza. Efectivamente tales conciertos de carácter selectivo no vienen sino

a reflejar la realidad sociolaboral segmentada de manera progresiva. En cualquier caso, se

trata de un modelo en que en el mercado laboral –aunque con nivel de sindicalización muy

escaso– se ha gozado de elevada protección merced a la negociación colectiva, especialmen-

te en períodos de tensión político-democrática (Rodríguez Cabrero, G., 1989, 79-87). 

En general, el tipo de EB latino –al que responde nuestro país, entre otros6– no fue inclui-

do en los estudios comparados de los especialistas durante bastante tiempo, puesto que lo

cierto es que el sur europeo –por sus singularidades sociopolíticas antes de experimentar las

transiciones a la democracia– estuvo fuera de tales análisis. Después, estos países meridiona-

les han ido reflejando unas condiciones de diversa índole7 que los hicieron susceptibles de

catalogarse dentro del régimen continental neocorporativista conforme a un modelo demo-

cristiano, pero diferenciados, a su vez, de éste por unas peculiaridades y relaciones que los

caracterizan como pertenecientes a un específico régimen mediterráneo de EB8. Al mismo

tiempo, el pluralismo del bienestar y las vinculaciones entre género, familia y trabajo son

complementarios en la práctica de la protección social de tales países, que con no poca fre-

cuencia se caracterizan por mecanismos institucionales particularistas junto a una no siempre

adecuada eficiencia en la provisión de servicios. 

Tal clasificación, que lo ubica como modelo latino, atiende al esquema de los regímenes

de bienestar establecido por Esping-Andersen (1989 y 2000)9. Enfoque clásico tachado de

sueco-centrista donde la principal variable independiente es la actuación de la administración

estatal, al considerar que sus estructuras disponen de relativa autonomía, estimándose, pues,

al propio Estado como preeminente en la determinación de la política social y responsable

principal del bienestar ciudadano10. Dicha perspectiva adolece de responder a una visión

demasiado estática con menor atención sobre las transformaciones sociales e institucionales,

es decir, se pone en cuestión que aquel exprese las necesidades del sistema conforme al con-

texto, cuando precisamente el campo de la protección social es un terreno intrínsecamente

dinámico, en constante cambio, en tanto que pretende satisfacer las necesidades mutables

de la población11 (entre otros, Andreotti et al., 2001). 

De cualquier forma, respecto a la catalogación del EB meridional, puede ser considerado

como de naturaleza híbrida o calificado como una vía media entre el régimen continental de

corte bismarckiano, con mantenimiento de rentas ocupacionales y los sistemas de carácter

beveridgeano, de cobertura universalista. Efectivamente, en el modelo propio de la Europa del

sur, aun naciendo con una troncalidad contributiva como subsistema dentro del continental,

se han extendido las reformas con tendencias universalistas de las políticas sociales. Así, la

expansión del sistema público de enseñanza, la ampliación de la cobertura de la Seguridad

Social y el establecimiento de las pensiones no contributivas son procesos de universalización

de sus sistemas educativo, de salud y de garantía de rentas que han conferido a estos EB los

componentes de esa clara vocación. En definitiva, las características propias del tipo de bie-

nestar meridional responden esencialmente a la solidaridad intrafamiliar, las diferentes nece-
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sidades y estilos de vida, y la coexistencia del universalismo y la selectividad, de ahí que se le

considere también como modelo intermedio y/o mixto (Moreno, L., 2001: 71 y ss.).

En la práctica, en España, legislaciones como la Ley General de la Sanidad de 1986, la

LOGSE de 1990 y la Ley de Pensiones no Contributivas del mismo año12 –donde la huelga

general del 14D de 1988 tuvo una influencia decisiva–, junto a la permanencia de una

Seguridad Social de carácter contributivo, cuya Ley General data de 1963, nos sitúan como

al país mediterráneo cuyo sistema mejor representa dicha posición equidistante entre aque-

llos regímenes citados, en paralelo todo ello a unos Servicios Sociales extendidos a partir del

desarrollo legislativo autonómico de la CE de 1978 y que se constituye a priori en un siste-

ma público, en tanto cuenta con una serie de medidas articuladas y sistematizadas basadas

en un corpus legal y unos presupuestos específicos. Si bien entre 1960-80 fue un modelo

dual (asistencial y contributivo), y aunque desde los 80 es formal y legalmente universalis-

ta, viene oscilando en la práctica entre aquel y una orientación asistencial, al adolecer de

una ambigua identidad, dada su fragmentación técnica y estructural, lo que lleva a cuestio-

nar su pretendida universalidad y su carácter de sistema, aún un tanto desorganizado y defi-

citario (Aguilar, M., 2009: 187). 

En resumen, los pilares sobre los que se ha ido asentando nuestro EB han sido, en todo

caso, de muy diversa naturaleza. En el aspecto político e institucional, se ha tendido a una

provisión universal de servicios públicos –en especial sanitarios y educativos–; en la vertiente

familiar, destaca la tradicional situación de la mujer, ya sea como productora o como repro-

ductora; por el lado económico, la búsqueda del pleno empleo (hoy principal quiebra en el

caso español, dada la situación de paro tan grave); y, por último, en el ámbito social, los ciu-

dadanos, en tanto que actores, han estado en un segundo lugar a la hora tanto de formular

y definir las demandas como al satisfacerlas. Se ha pasado de un patrón económico-social

muy interventor y poco redistributivo hacia uno menos interventor y algo más redistributivo

en algunos aspectos, en virtud de las transformaciones sociales junto a las de carácter políti-

co y de liberalización económica que nos han acercado al modelo social europeo (Gutiérrez

Junquera, P., 2000, 247-277).

2. CRISIS Y REFORMAS DEL EB: DIVERSIDAD DE PROCESOS Y 
CONTEXTOS

Veremos en primer lugar importantes cambios sociales, económicos e institucionales que

han experimentado las principales lógicas subyacentes a la actuación del tradicional EB key-

nesiano, como son la aplicable a la clásica estratificación social, la procedente del corporati-

vismo y la tendente a la cohesión social (Goldthorpe, J., 1991, 429-464). A partir de aquí,

parece más oportuno, una vez que se hayan analizado las principales consecuencias de esas

crisis, centrarnos en los procesos –más recientes y de mayor interés en la actualidad– de adap-

tación a los nuevos contextos y reestructuración del EB. 

Comenzando por la primera de aquellas, la sociedad de clases sustentada por una amplia

capa mayoritaria de clases medias, que de forma tradicional predominó a lo largo de la época

floreciente del EB, ha cambiado también a consecuencia de la fragmentación experimentada

en el mercado laboral, derivando en una estratificación social diferente. De una parte, se han

elevado los niveles de vida con mejoras en sanidad, educación, ocio..., pero, de otra, se palí-

an, al tiempo que se recrudecen desigualdades y escisiones de diversa índole desde las eco-

nómicas derivadas del origen social o de clase, discriminaciones por género, étnicas,
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generacionales..., clásicas todas ellas, pero respecto a las que el EB impacta de manera dife-

rente con efectos complejos y en múltiples direcciones. Asimismo, reaparecen nuevamente

fracturas (empleados/parados), dando lugar a exclusiones emergentes (los sin papeles o indo-

cumentados, los sin techo o homeless), máxime cuando la intensidad de la cobertura ha sufri-

do de restricciones, lo que acarrea una evidente dualización social entre los integrados y

desintegrados (insiders/outsiders). Al clásico eje de diferenciación arriba/abajo, se añade ahora

el de dentro/fuera. Además, el modelo continental en principio se caracteriza por acabar

reproduciendo las diferencias tradicionales de status, intercategoriales y de género, pues el

sistema de Seguridad Social proporciona procedimientos y tratamientos diferenciados a tra-

bajadores según sean públicos/privados, fijos/temporales, masculinos/femeninos, naciona-

les/inmigrantes... (Puede verse Arriba, A., 2008).

En segundo lugar, en lo que se refiere al corporativismo13, el origen de su aparición estri-

ba en el mismo sistema democrático, puesto que al ser reconocidas las libertades para aso-

ciarse, así como las de expresión y defensa de intereses, los conflictos pudieron llegar a ser

negociados colectivamente. Con las corrientes de carácter corporativista –que no son ni en

su índole ni en sus repercusiones interpretadas unívocamente–, se alude a esa influencia pro-

gresiva de diversas organizaciones en los procesos de vertebración y representación de inte-

reses y la en gestión de los conflictos, arena en la que los miembros luchan por recompensas

materiales y de estatus. El desarrollo de tal derecho asociativo, al ser lógicamente libre, fue

derivando por diversas circunstancias en una concentración de las organizaciones represen-

tativas; así, la negociación centralizada o la concertación social será más viable y exitosa cuan-

to mayor nivel de agrupación haya en la representación de intereses. De tal manera se

acabaron gestionando los antagonismos entre intereses colectivos con negociaciones de

forma tripartita entre el Estado, la patronal y los sindicatos. 

Ahora bien, en el transcurso general de las crisis económicas y de la heterogeneidad socio-

profesional, la lógica corporativista sufre una clara mutación –en especial desde mediados de

los ochenta–, a raíz de las dificultades para alcanzar las otrora comunes amplias concertacio-

nes. De ahí que, en definitiva, las relaciones entre el Estado y el corporativismo vayan en para-

lelo a la evolución de las formas en que los grupos de representación de intereses han

negociado la satisfacción de los derechos sociales, de modo que las condiciones individuales

de inserción/exclusión laboral están en gran medida determinadas por las capacidades nego-

ciadoras de los agentes sociales (Pérez Yruela, M., 1997, p. 136 y ss.). 

En efecto, tras el fracaso de la estrategia de los acuerdos globales y centralizados y, a su

vez, visto el descenso de afiliación sindical, los principales sindicatos buscaron sustituir aqué-

llos por pactos parciales con el gobierno. Esta reorientación estratégica se ha practicado en

especial en ámbitos como la política social, reformas en el empleo y de desregulación del

mercado laboral, y asimismo, se han descentralizado los pactos de rentas para permitir a la

mayoría de sus miembros optimizar sus niveles de ingresos. Se ha ido derivando, pues, hacia

una reorganización de la capacidad negociadora –ahora más particularista– de los actores

colectivos ya no tan sindicados, sino más disgregados, con variables inherentes y propias a

cada país, pero, en todo caso, espejo de la desintegración interna del mercado de trabajo. 

Todo ello se ha debido, entre otros factores, al nuevo orden de competencia internacio-

nal donde el libre mercado impera, a la caducidad de las pautas keynesianas junto al peso del

neoliberalismo y la globalización económica, y a nuevas relaciones productivas causantes del

refuerzo de ciertos sectores privados, de modo que en la actualidad el neocorporativismo
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competitivo requiere de negociaciones de forma sectorial (Gilbert Sánchez, J. A., 2002). En

conclusión, a consecuencia de todos estos factores, tal modelo de EB entró en evidente cri-

sis, con secuelas más graves especialmente en la Europa continental, ya que es en general

donde las tasas de actividad son más bajas14, máxime cuando empezaron a fomentarse las

jubilaciones anticipadas. Precisamente ahora se volvió a reabrir ese debate omnipresente, tra-

tándose de contrarrestar con el retraso en la edad del retiro para facilitar la sostenibilidad

futura del sistema público de pensiones. Por otro lado, el propio EB ha de responder a una

mayor diversidad de presiones, pero que de cualquier forma necesita construir ese diálogo

social15, cuestión prioritaria en la agenda actual de la segunda legislatura del presidente

Zapatero, reiteradamente demandada pero difícilmente alcanzada en este último trienio.

De lo expuesto se desprende finalmente otro cambio sustantivo –el tercero al que aludí-

amos–, relativo a la filosofía dirigida a integrar a los destinatarios como fin último, satisfacien-

do sus demandas y alcanzando mayores cotas de cohesión social, objetivo que también se ha

retraído notablemente. Ahora, con la extensión del régimen asistencial y, en consecuencia, la

reducción del contributivo, ciertas prestaciones proveen de un mínimo de subsistencia supe-

ditado a las fuerzas del trabajo. De ahí que se considere como una cohesión social asistencial

e incompleta, pues ha de adaptarse a las exigencias de los fluctuantes mercados de trabajo

actuales donde predomina la flexibilidad y desregulación neoliberales, deviniendo incluso en

ocasiones en indeseables situaciones de polarización social. 

Continuamos con otros procesos demográficos, familiares, laborales… que han apareja-

do cambios de gran importancia en el orden social y económico. De un lado, es evidente y

conocido el proceso de envejecimiento de la población europea –y de modo especial la espa-

ñola16–, con una inversión de la anterior pirámide demográfica e incremento de la señalada

dependencia generacional en virtud del acusadísimo descenso de natalidad17, algo compen-

sado por el momento con los nacimientos procedentes de la inmigración (sector poblacional

que, con 4,5 millones en 2008, suponía el 10% del total). Los ciclos vitales han cambiado, de

forma que las fases pasivas han crecido, tanto al alargarse la formación y retrasarse la incor-

poración al mercado laboral como al prolongarse la longevidad –con la esperanza de vida,

83 años, más alta de UE–, mientras que el período activo se ha visto reducido entre unos

ocho-diez años. Se irá agudizando lo que se ha llamado «envejecimiento del envejecimien-

to», esto es, el colectivo poblacional de 80 y más años, cuyo ritmo de crecimiento será supe-

rior al del grupo de 65 y más años en su conjunto18. 

Las transformaciones experimentadas en el seno de la familia también han sido trascen-

dentales tanto en España como en la UE (Flaquer, L., 1999), pues ésta ha ido evolucionando

como institución clave de la sociedad en su versión extensa –cuyos lazos se han visto debili-

tados–, y en la actualidad coexiste con realidades como la proliferación de los llamados sin-
gles y de divorciados, originándose nuevas concepciones de convivencia con crecientes casos

de monoparentalidad19. La socialización en dicho seno familiar se ha ido restringiendo al pro-

pio núcleo, desliéndose las relaciones con otros parientes adultos, si bien han afectado tam-

bién otros fenómenos, como una mayor movilidad geográfica y laboral. El aumento de las

familias desestructuradas propicia el incremento de la inestabilidad, tendiendo a ser especial-

mente vulnerables los hogares unipersonales. Las dificultades estructurales –especialmente

acusadas en España–, tales como la carestía de la vivienda, la discordancia entre la formación

adquirida y la oferta de empleo, el mayor desempleo de los jóvenes con la emancipación

–pasada la treintena– más tardía de la UE, provocan, en suma, nuevos obstáculos para la cre-
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ación y expansión familiar y, por ende, nuevos dilemas al EB postkeynesiano (Valiente, C.,

Pérez Díaz, V. y Chulia, E., 2000). 

Además de los cambios operados, como decíamos, la estructura ocupacional se ha ido

fragmentando, al tiempo que los mercados laborales se han flexibilizado –entre otros facto-

res, a causa del desempleo debido a reconversiones industriales y a avances tecnológicos–,

de modo que el clásico puesto de trabajo permanente a jornada completa ha ido coexistien-

do y con frecuencia siendo sustituido –en especial, entre los jóvenes recién llegados a tal mer-

cado y, en demasiadas ocasiones, entre las mujeres– por trabajos precarios, temporales, a

tiempo parcial, y mucho más móviles y cada vez más comunes en esta era de capitalismo

informacional (Cachón, L., 2004). 

En consecuencia, el clásico modelo de EB propio de las sociedades industriales modernas

con sistemas de producción fordista de consumo de masas –donde la economía de las fami-

lias tradicionales estaba basada en la figura del sustentador masculino con trabajo estable– ha

ido sufriendo una crisis a lo largo de la década de los ochenta del siglo XX, iniciada a raíz de

la recesión económica internacional de 1973. De ahí que para el sostenimiento de una fami-

lia se hiciera necesario con frecuencia un doble salario20, además de tener que flexibilizarse

igualmente las costumbres y horarios, sin caber distinciones tan rígidas entre las relaciones

domésticas y laborales propias del clásico sistema patriarcal de cabeza de familia. 

No obstante, la implantación de ese otro modelo parece, en la práctica actual, ir retroce-

diendo camino21, al conducirse hacia un sistema de “salario y medio” –en especial en los paí-

ses europeos meridionales, donde el número de mujeres con trabajos a tiempo parcial es seis

veces superior respecto al de los hombres –, en el que se viene reintroduciendo la división de

género entre ámbitos22. De tal manera, no queda exento de críticas por reproducir la segre-

gación sexual del campo reproductivo hacia el ámbito productivo o no doméstico, y por la

desfamiliarización –asumidas no demasiado críticamente– de numerosas funciones en la edu-

cación y asistencia (véase Guillén, A. M., 1997, 45-63, y Salido, O., 2009).

Y es que la progresiva incorporación de la mujer al mercado laboral formal a lo largo de

los últimos decenios23 lógicamente también ha repercutido de forma crucial. En efecto, en los

análisis prospectivos del futuro del bienestar social en los países mediterráneos, la variable

independiente que siempre se presenta es la transformación del papel tradicional femenino

como alentadora vital de los lazos intrafamiliares de solidaridad. No obstante, dicho rol cam-

biante de la mujer mediterránea respecto a sus expectativas vitales refleja actitudes de lo que

se denomina “familismo ambivalente” (Saraceno, C., 1995, p. 275). Y ello en tanto su bús-

queda de independencia económica y su deseo de realización profesional correlativo al

aumento del nivel de educación formal han ido postergando la formación de la familia, máxi-

me en términos convencionales, lo que implicará grandes incógnitas o supondrá un caballo

de Troya (Esping Andersen, G., 1996, p. 368), especialmente respecto al próximo manteni-

miento y futuro devenir del modelo de EB latino respaldado hasta ahora en ese “colchón” y

subsiguientes redes. 

En definitiva, se han producido una serie de cambios estructurales, organizativos y socio-

culturales en dicha institución que, sin duda, han incidido en la forma de atender a aquellos

cuyo cuidado tradicionalmente ha recaído sobre las familias, principalmente en las mujeres:

trabajo doméstico y cuidados, muy difíciles de cuantificar en cifras –PIB no monetarizable–,

pero que son un activo fundamental, aunque oculto, en la contabilidad nacional de estos paí-

ses (puede verse García Díez, S., 2003).
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Por otro lado, las nuevas tecnologías de la información y comunicación (TIC) vienen sien-

do claros factores coadyuvantes a los rápidos procesos de globalización económica y cultu-

ral, intensificados en la década de los noventa, cuando se expande dicha transformación del

EB (Sykes, R., Palier, B. & Prior, P., 2001). Paralelamente a la desaceleración económica, las

economías postindustriales vienen basándose en los sectores de servicios y tecnológico, lo

que ha conllevado un descenso en la importancia de los anteriores obreros de manufactura-

ción, del volumen del proletariado y, a la postre, del sindicalismo24, que, además, ante la difí-

cil ponderación de la defensa específica de quienes gozan de estabilidad laboral junto a la de

los intereses generales de la clase trabajadora, ya no se percibe como movimiento suficiente-

mente representativo de la amplia diversidad del panorama sociolaboral25. Y es que, efectiva-

mente, sindicatos y patronal carecen de la articulación necesaria, sin ser capaces de ofrecer

cobertura a ciertos colectivos sociales que no están suficientemente protegidos a través de

exclusivas políticas de rentas. En efecto, las centrales sindicales adolecen de la necesaria habi-

lidad para renovar a sus miembros afiliados, sobre todo en el sector terciario. Además, por la

sujeción a las contribuciones administrativas y por sus propios problemas de organización,

ven peligrar la consecución de sus propósitos. Precisamente, se han ido produciendo cesio-

nes respecto a los mismos, como por ejemplo en cuanto a la reinversión productiva de exce-

dentes, a la flexibilización laboral, al reparto de trabajo o al fraude tributario, buscando, a

través de una lógica de mayor consenso entre los diversos agentes sociales, poder hacer fren-

te a la señalada debilidad organizativa, a los efectos negativos del dumping social desarrolla-

do por ciertos países en desarrollo26, y la deslocalización empresarial, así como a las últimas

crisis financieras internacionales (Antón, A., 2009).

A su vez, el modelo neocorporativo se ocupa de los ciudadanos en las complejas socie-

dades postmodernas en función de principios de igualdad formal, no adecuados ya para la

naturaleza de las relaciones que tienen lugar en ellas. En efecto, tal sistema no cubre sufi-

ciente ni satisfactoriamente las variadas necesidades y contingencias del abanico social,

puesto que al girar en torno al empleo deja fuera del sistema a todos aquellos no vincula-

dos auténticamente al mercado laboral, quienes no encuentran representación ni amparo

bajo el mismo, al igual que no engloba en su cobertura otro tipo de riesgos no derivados

directamente del trabajo.

De hecho, Esping-Andersen ya hablaba de la “euro-esclerosis” del modelo continental,

donde la rigidez del mercado laboral, el desempleo creciente y la falta de incremento de la

productividad en sector servicios (curva de Baumol) lo abocarían más o menos a su autodes-

trucción. De tal manera, frente a la crisis del EB corporativista continental, se ha tratado de

responder a través del mantenimiento de rentas –como pensiones y subsidios por desempleo

e incapacidad–, en definitiva, subsistencia de clases pasivas, lo que a la postre ha derivado en

un perjuicio para generar empleo (en el caso femenino, debido también, entre otros facto-

res, a la ausencia de los suficientes servicios infantiles que posibiliten tal incorporación labo-

ral). (León Borja, M., 2002). 

Ante semejante situación, parece harto difícil mantener las cosas tal como están. Desde la

visión más pesimista, las consecuencias que cabría esperarse irían desde la quiebra de los cri-

terios de solidaridad universal, que implicaría trasvases tanto de responsabilidades públicas al

mundo privado como de debilitamiento de criterios redistributivos, coordinados por los nive-

les centrales a la periferia territorial. En todo caso, en su descargo cabe decir que el nivel medio

de cobertura contractual colectiva que presentan los EB de este modelo son elevados, tratán-
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dose de un esquema complejo de negociaciones a niveles territoriales y sectoriales, donde la

intervención estatal en el sistema del mercado laboral aparece como una práctica habitual. 

3. TRANSFORMACIONES EN LA FORMA Y EN EL FONDO DEL EB:
DEBATES Y TENDENCIAS

Los procesos más notables que vienen aconteciendo en esta reconfiguración tienen lugar

en los dos ámbitos fundamentales, en la gestión y el contenido de la provisión social, es decir,

tanto en lo que atañe a la manera de suministrarse, por un lado, como en lo que respecta a

su contenido o sustancia, por otro. A su vez, tales cambios quedan encuadrados en un triple

marco: el contexto institucional de la crisis del EB y de propuestas de reformas de la

Administración Pública; el ámbito social del crecimiento –aunque dispar– de la sociedad civil

y subsiguiente ramificación de redes asociativas, junto a la evidencia de los límites de la

democracia representativa; y la cobertura legal, teniendo en cuenta todo ello, de la promo-

ción tanto de una gestión desconcentrada como de una progresiva participación más delibe-

rativa, al amparo de sucesivas normativas multinivel.

En el primero de los campos son cada vez más evidentes los cambios registrados en la

gestión de las políticas sociales. Han tenido lugar enmarcados en los progresivos procesos

de internacionalización e integración económica (FMI, BCE), de un lado, y de descentraliza-

ción, de otro, respecto al que viene produciéndose también una voluntad institucional con-

vergente en el ámbito europeo27 (Espina, A., 2007), de forma que la UE ha sido relevante

tanto en el aspecto cuantitativo como en el cualitativo, específicamente en el impacto de los

fondos estructurales y en el diseño comunitario. Al mismo tiempo, las materias en que se

define el EB constituyen un campo de cultivo privilegiado de descentralización, en especial

los servicios sociales y personales, en donde se ha materializado esta búsqueda de la proxi-

midad al ciudadano, máxime dada su naturaleza intrínsecamente proclive a ello (Brugué, J.

y Gomà, R., 1998, 39-56). 

Así, las mayores posibilidades de participación, de control social y transparencia en virtud

de este acercamiento –dándose asimismo cabida a otros niveles territoriales– han permitido

dotar de sustantividad a las políticas autonómicas y locales28, si bien suelen surgir problemas

de descoordinación, duplicidades funcionales, solapamientos de contenidos y, a la hora de

ejecutar sus programas, pueden crearse –en contrariedad a lo inicialmente perseguido– desi-

gualdades en sus resultados finales. En aras a paliar dichas paradojas, entre otras circunstan-

cias, parece tenderse a que la administración estatal se ocupe preferentemente de la

adaptación económica, de acuerdo con la competitividad e imperativos internacionales, de

formular normas de garantía respecto a las interacciones entre actores y sus intereses, así

como de las políticas pasivas (garantía de rentas…) y activas (de educación, de FP, empleo,

de investigación y desarrollo, I+D), mientras que los mencionados mesogobiernos se encar-

garán de la gestión de tales materias al traspasarse hacia ellos el espacio fundamental de

intervención más directa, teniendo además progresivamente un papel más claro en las medi-

das activas, en especial, de empleo.

El proceso de descentralización ha permitido que, a pesar de producirse una importan-

te crisis del modelo de EB, ésta afecte en menor medida, pues, al ser el nivel regional el res-

ponsable de la mayor parte de las políticas sociales, los gobiernos autonómicos para

legitimarse ante sus votantes han apostado, aun con diferente grado de implicación, por

impulsar y desarrollar importantes políticas sociales. Incluso los factores que explicarían la
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crisis del EB: demanda social incontrolable, elevado déficit público, pérdida de capacidad de

decisión del Estado como consecuencia del proceso de globalización y protagonismo de los

niveles subnacionales en aplicación del principio de subsidiariedad, han favorecido la des-

centralización de las políticas sociales y han dado lugar a un nuevo concepto de “régimen

de bienestar” aplicable a las comunidades autónomas (Gallego, Gomà y Subirats, 2003).

Simultáneamente, en virtud de las reivindicaciones en un primer momento de los movi-

mientos sociales y, con posterioridad, del voluntariado, la cobertura dispensada a los distintos

colectivos pretende ofrecerse de forma diferenciada para atender lo más específicamente su

realidad. De ahí que el diseño sectorial de las políticas públicas se configure para proteger gru-

pos sociales, existiendo planes y servicios sociales para la familia, infancia, juventud, tercera

edad, mujer, inmigrantes, toxicómanos, discapacitados, transeúntes... De todos modos, aun-

que los poderes públicos buscan satisfacer el principio de igualdad a la vez que tratan de pro-

porcionar un trato más personalizado, se presentan al mismo tiempo ciertas contradicciones

por cuanto no todos esos colectivos gozarán de iguales capacidades para informarse, movili-

zarse, acceder al poder, negociar e influir sobre éste. Es un hecho que no todos tienen las mis-

mas capacidades, existiendo grandes diferencias, por ejemplo, entre jóvenes y los más pobres

o marginados, o entre ciertos discapacitados e inmigrantes (Rodríguez Cabrero, G., 1998).

Junto a tales procesos, la forma en que se viene reorganizando la provisión de las presta-

ciones sociales ha supuesto cierto desplazamiento de las responsabilidades –hasta el momen-

to predominantemente públicas– hacia la sociedad civil, de manera que se están

expandiendo, por una parte, el sector privado y, por otra, la cooperación del voluntariado,

pasando a comentar ambos.

La creciente incorporación del mercado a la órbita del EB a través de diversos mecanis-

mos mediante los que gestiona servicios públicos, bien junto al voluntariado u ofreciendo por

sí mismo tales servicios, permite que la Administración Pública aminore costes, pero vacía su

responsabilidad, disolviéndola en gran medida, lo que a la postre supone un languidecimien-

to de los derechos sociales, máxime cuando la oferta privada implica para el usuario (p. ej.

en planes pensionísticos privados) una menor progresividad fiscal reductora, asimismo, de la

solidaridad al respecto. No obstante, como vigías de todo ello, cabe recurrir a los organismos

de representación de los consumidores y usuarios, cada vez más desarrollados para defender

y controlar el acceso a las instituciones que intervienen en el social welfare.

El auge del tercer sector, coadyuvado por el propio impulso oficial propiciador de su ins-

titucionalización29, posibilita nuevas formas de participación y de actuación en el campo

social, al tiempo que igualmente recorta gastos en los programas públicos. En contrapartida,

la carrera de las ONG hacia las subvenciones que permitan su mantenimiento las aboca a una

dependencia económica frente a la que aplican criterios y estrategias de competitividad simi-

lares al mundo empresarial, entre ellas mismas y cada vez más con respecto al sector priva-

do. En todo caso, las comunidades intermedias han resultado potenciadas en su papel de

agentes de las políticas sociales. 

Cabría hablar, en suma, de dos procesos un tanto dispares. En el primero de los casos, se

trata de una tendencia hacia lo que algunos llaman un “privatismo selectivo” que permite al

destinatario privado con mayor capacidad adquisitiva disfrutar de un margen más amplio de

elección, contribuyendo a la reducción de expendios públicos, al tiempo que se da mayor

juego al libre mercado, quedando ampliado su campo de producción30. Y, por lo que se refie-

re al voluntariado, se habla desde las posiciones más activistas incluso de un “asociacionismo
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del bienestar”, en el que manteniéndose las líneas generales del modelo clásico de bienestar

se apuesta por el protagonismo del tercer sector y la economía social (asociaciones, funda-

ciones, cooperativas, empresas sociolaborales...), frente a la subsidiariedad estatal en la pro-

visión de servicios.

Todos estos cambios sociales y familiares, junto a los éxodos rurales a las grandes urbes,

van en paralelo a las tendencias hacia el individualismo, el privatismo e incluso la impersona-

lidad, aislamiento y, por ende, nuevos riesgos sociales. En efecto, en nuestro mundo indus-

trializado, el incremento de la complejidad social viene trayendo nuevos retos y carencias

(como crecientes inseguridades o situaciones de soledad, específicamente graves entre ancia-

nos y/o enfermos dependientes31); aparecen otros problemas sanitarios de distinto tipo, junto

a desafíos y claros avances en el ámbito alimentario, medioambiental, biotecnológico, comu-

nicativo... Además, las adversidades que el EB tradicional cubría se limitaban anteriormente a

las fases pasivas (infancia y tercera edad), al considerarse garantizadas las eventuales contin-

gencias de la etapa activa mediante elevado empleo y altos salarios. Pero, con la fragmenta-

ción del mercado laboral y la precarización del trabajo, ahora se multiplican y extienden

nuevos riesgos e incertidumbres; así, el EB debe ser activo no sólo durante las fases de inac-

tividad del ciudadano, sino también en la vida laboral, al quebrarse el pleno empleo, eje cru-

cial sobre el que giraba el éxito del EB keynesiano. Surgen así las contradicciones entre las

funciones de acumulación y legitimación que llevan a que el EB no puede vivir sin el sistema

capitalista, pero tampoco puede mantenerse con él (véase Offe, C., 1990).

En lógica sintonía con todo lo anteriormente señalado, vista la necesidad de adaptarse

tanto institucional como económicamente a los nuevos contextos, en el ámbito sustantivo del

EB cabe señalar una clara tendencia a un universalismo segmentado, de tal manera que tenien-

do presente el fraccionamiento propio del mercado de trabajo se arbitran varios grados de

cobertura: niveles que irían desde el potestativo –dando mayor juego al sector privado, por

ejemplo, en servicios sociales, sanitarios, planes de jubilación...–, para completar los de carác-

ter público, merced a la capacidad de ahorro personal del sujeto, pasando por la cobertura de

naturaleza profesional –que representa el grueso del total–, en tanto obedece a las cuotas del

trabajador y empresario, en concreto a través de servicios que protejan en caso de contingen-

cias subsiguientes a la pérdida de empleo, salud, cabeza a de familia, etc., y llegando hasta el

nivel de protección social más asistencial o básico a modo de mallas de seguridad, para aque-

llos que, no pudiendo realizar una actividad laboral, demuestren carencia de medios a través

de una previa comprobación de los mismos o falta de la suficiente cotización contributiva. 

En consecuencia, al tiempo que se ha expandido la asistencia social, ha ido disminuyen-

do la intensidad de protección estatal, endureciéndose los requisitos de acceso, por lo que

los ciudadanos que pueden permitírselo han acudido progresivamente a servicios del mundo

privado ante dicho recorte de prestaciones. En paralelo a esta gradual propensión a remer-

cantilizar la satisfacción material de las necesidades sociales, también va cambiando de forma

paulatina lo relativo a la filosofía subyacente al sistema de bienestar y a las estrategias fami-

liares (Gil Calvo, E. y Garrido, L., 2002). Así, aunque permanecen en el sur las prácticas fami-

liares entre sus miembros de puesta en común de recursos (resources pooling), trasmisiones

patrimoniales, de negocios, vivienda…, que amortiguan las dificultades, las ancestrales rela-

ciones de reciprocidad y solidaridad entre generaciones sufren un creciente debilitamiento en

las redes primarias de comunidad vecinal y territorial, de manera que parece ir prevalecien-
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do la responsabilidad individual para garantizarse cada uno la salvaguarda de tales derechos,

en especial a través de su integración laboral en el mercado. 

Esta línea es la que viene imponiéndose en la mayoría de las democracias occidentales,

reflejando la fragmentación existente en el mercado laboral, lo que al final no acarreará sino

nuevas desigualdades y riesgos sociales, pues reaparecen antiguas y se presentan relaciones

de disparidad emergentes. No obstante, cabe señalar que no ha concluido el debate

(Deacon, A., 2002) en torno a esta tendencia demostrada hacia el universalismo “segmenta-

do” frente al denominado universalismo “ciudadano32”, basado en rentas mínimas generales

no condicionadas por el factor trabajo (puede verse Ayala, L., 2000) y por el que se aboga

desde posturas más progresistas y radicales.

En todo caso, la separación entre ambos sistemas (contributivo y universal) de protección

social es un punto en el que en su mayoría los diferentes modelos de países europeos con-

vergen, si bien se trata de una frontera cuyos límites están ya trazados, pero que cada vez se

vislumbran con menor nitidez, dada la hibridización paulatina de los modelos antaño puros

y siendo las experiencias de reformas muy variadas (Palier, B. y Martín, C., 2008). Por norma

general, el primero de ellos –el bismarckiano o contributivo– se concibe de un modo más res-

tringido referido a formas de seguridad colectivas en función del eje en torno al que gira, la

carrera laboral, mientras que el segundo de los sistemas, el de asistencia social, se relaciona

con aquellos servicios no cubiertos por la Seguridad Social para garantizar un mínimo de bie-

nestar que han de extenderse a todo ciudadano (principio de Beveridge), con independen-

cia de su relación con el mercado de trabajo. Mínimos básicamente respecto a ámbitos como

la educación, sanidad y servicios sociales que, financiados mediante vía impositiva, tienden a

ser universales, siendo sectores en que la incidencia privada viene creciendo, a través sobre

todo en España de la vía concertada, donde es mayor que en el resto de países europeos. 

Por lo demás, la sujeción de la política social a la económica sigue siendo una constante

en estos procesos –tal y como se ha ido viendo–, dado el contexto concreto y el entorno glo-

bal. De ahí que quepa hablar de Estados de bienestar pero competitivos, de manera que en

su aspecto financiero tienen lugar, de un lado, trasvases de la carga fiscal del capital hacia el

trabajo y, de otro, recortes en el gasto social mediante la reducción de la intensidad protec-

tora, así como la restricción en el acceso a las prestaciones, tratándose, en definitiva, de polí-

ticas de racionalización del gasto y/o de actualización al nuevo entorno, tendencia ésta, en

suma, de recalibración más común en el modelo continental europeo; en general, pues, las

medidas, si no han sido en todos los casos de recorte, de cualquier forma han resultado ser

más bien de contención.

No obstante, si bien la gestión del EB ha experimentado mayores cambios en las formas

de efectuarse, los objetivos siguen respondiendo a los mismos propósitos, pues, aunque se

pueda afirmar que se ha producido cierta reducción del contenido de algunos derechos socia-

les, no cabe, tal y como están configuradas nuestras sociedades democráticas, un total des-

mantelamiento del EB ni la eliminación de los derechos sociales ya conquistados. De hecho,

en definitiva, ningún gobierno en nuestro país ha llegado a plantearse de forma abierta tal pos-

tura, que conllevaría un elevado coste electoral33, sino que se tiende a procurar medidas para

erradicar el fraude, incentivar a los destinatarios, fomentando un rol más activo entre ellos

(activación, empowerment), aplicar prestaciones selectivas (targeted programmes) y, previa

comprobación de recursos (means tested), mecanismos importados del mundo anglosajón. 
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4. A MODO DE CONCLUSIONES:

El EB ha sido el modelo que ha posibilitado un escenario de férrea seguridad tanto en el

ámbito de la paz social, contribuyendo a limar conflictivas tensiones y cubriendo derechos

sociopolíticos, como en el campo de carácter económico mediante criterios redistributivos,

pero en el que, ciertamente, las preferencias y prácticas culturales propias de estos países de

la Europa del Sur han estructurado nuestras sociedades civiles con frecuencia de forma reti-

cular, donde los ciudadanos se adhieren a grupos o redes sociales de influencia, que en el

peor de los casos no son ajenas a las prácticas de mercadeo y aun depredación grupal. En

todo caso, la reconstrucción de los EB mediterráneos en particular ha requerido ir concordan-

do poco a poco las enraizadas visiones paternalistas y discrecionales de los conservadores, de

un lado, y las voluntaristas de las diversas tendencias dentro del progresismo, de otro. Como

conclusión, cabe señalar que en el conjunto de Estados industrialmente avanzados de la

OCDE, los países del sur europeo reflejan unos niveles medios respecto al grado de desmer-

cantilización, a las relaciones entre los géneros y al acceso universal a servicios y prestaciones

de bienestar por comprobación de recursos (Gomà, R., 1996). 

España al modelo que más se aproxima es al continental, pero presenta aspectos diferen-

ciadores, por lo que se considera un régimen mixto propio de los países europeos meridio-

nales, constituyendo el paradigma de esa vía intermedia, de forma que, junto al componente

básico contributivo, todo ello ha ido desembocando en un proceso de universalización de los

derechos sociales, de un lado, y afianzándose un creciente asistencialismo en determinadas

prestaciones, de otro, así como más recientemente una tendencia privatizadora en la gestión

de servicios sociales. 

En todo caso, la centralidad de la Seguridad Social contributiva en nuestro país es clara. El

reparto está muy fraccionado, por cuanto el empleo es el parámetro que cataloga a los suje-

tos como beneficiarios de elevadas cotas de cobertura social cuya suficiente representación

refuerza su integración, quedando por tanto una extensa sección poblacional al margen de

aquélla, lo que deriva en un evidente dualismo, máxime cuando los excluidos, en situación

irregular, en economía sumergida..., no tienen acceso institucional a los mecanismos tradicio-

nales de representación y defensa. En efecto, nuestro sistema de protección social cuenta con

el propio de la Seguridad Social independiente del sistema público de servicios sociales, aun-

que con ciertas conexiones, básicamente a través del IMSERSO (Instituto de Migraciones y

Servicios Sociales). No obstante, en el campo de la lucha contra la exclusión, la intervención

pública española sigue siendo débil, en especial comparándolo con otros países de la UE, aun-

que se ha avanzado, en general, en la extensión del sistema público de servicios sociales, en

concreto en los programas de rentas mínimas de inserción, si bien ni global ni integralmente.

De cualquier forma, cabe concluir que el EB español ha funcionado como productor de

bienes y servicios públicos, proveedor de prestaciones sociales y mediador de conflictos de

índole laboral, social y política, a la vez que impulsor de los consumos privados, constituyen-

do el principal agente institucional en torno al que ha girado nuestro sistema de protección

social. Por eso las políticas sociales se han venido desplegando conducidas por un actor esta-

tal básicamente protagonista, si bien carente de solidez financiera –con niveles de gasto social

siempre por debajo de la media europea–. No obstante, al analizar los incrementos de gasto

social en porcentaje del PIB, se constata una tendencia hacia un mayor grado de convergen-

cia de los países meridionales con respecto al promedio de la UE (Moreno, L., 2009: 25). Con

ello ha coexistido un acentuado corporativismo político, elementos de liderazgo y patronaz-
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go, e incluso ciertas relaciones clientelares en la distribución del bienestar público, coadyuva-

dos, a su vez, por la propia estructura de la Administración y de sus aparatos burocráticos, no

suficientemente modernizados, e incluso sobredimensionados –alzándose voces sobre las

costosas disfunciones del Estado autonómico–, así como por organizaciones subsidiadas por

el sector público que suponen en sí mismas un freno a reformas de carácter general, carac-

terísticas especiales que se presentan en los países del modelo latino, pero sobre todo en las

regiones más meridionales dentro de ellos: en el sur del sur (Ferrara, M., 1995, 85-112). 

La cuestión esencial que se nos plantea es qué modelo de EB es deseable, pero también

factible en la actualidad y qué tipo de políticas sociales son las más adecuadas en este con-

texto. Las principales posturas giran en torno a reducir el papel del Estado, según unos, mien-

tras que otros, ante la posibilidad del desmantelamiento del EB, abogan por realizar ciertos

cambios, pero amparándolo a ultranza. Los menos optimistas creen ineluctable una retrac-

ción de las políticas sociales, de manera que se articulen criterios como los de selección y

exclusión al vertebrar tales medidas. Estiman que sólo a través de mayores condicionamien-

tos e incluso restricciones a la hora de acceder a los derechos de esta índole es como podrá

superarse la crisis. Los liberales argumentan que la capacidad de ahorro de los ciudadanos se

ve reducida en función de una mayor presión fiscal para sufragar los gastos sociales, dismi-

nuyendo la inversión y, en consecuencia, la generación de empleo y actividad económica y

la demanda de consumo, por lo que la reducción de las desigualdades mediante políticas

públicas acabaría siendo un círculo vicioso de crisis para el propio EB. Los continuistas, por su

parte, contraatacan esta tesis esgrimiendo su falta de demostración, o a contrario sensu, que

la evidencia no muestra que el crecimiento económico implique necesariamente mayor igual-

dad y bienestar social de todos, ni que ese ahorro privado vaya directamente a una inversión

(empresarial) que repercuta en un mayor empleo y calidad de vida generalizada. Defienden

un mantenimiento de los servicios universales, si bien con mayores dosis de racionalización y

coordinación, pero realizando un esfuerzo solidario que permita profundizar en los derechos

sociales. Así, algunos autores hablan del salto cualitativo que deberá realizar la intervención

pública en las próximas décadas (p. ej. Subirats, J. y Gomà, R., 2001, p. 29; Rodríguez

Cabrero, G. y Navarro, V. abogan por ello a lo largo de sus obras).

Una propuesta a medio camino entre las dos anteriores propugna la salvaguarda de una

mínima seguridad social, conjugándola con el libre mercado que posibilite mayor libertad de

elección al usuario, mientras que la protección social pretenden que llegue en exclusiva a

quienes realmente lo necesiten –entre otras argumentaciones, por la relación comprobada

entre la propensión hacia el crecimiento ilimitado de la demanda de aquellos bienes que se

proporcionan gratuitamente–. Sin embargo, puede objetársele, entre otras cuestiones posi-

bles, que es muy sesgado aplicar sólo el baremo económico de renta al seleccionar los desti-

natarios de prestaciones, además que la oferta privada no siempre va a cubrir de modo

totalmente satisfactorio los riesgos sociales, sólo factible para quienes puedan acudir a ella

(Donati, P., 1998: p. 7-35). En todo caso, se habla cada vez más de la “flexiseguridad” como

eje futuro de numerosas políticas (de empleo, de juventud, familiar, pensionística, etc.).

Por otro lado, no faltan tampoco quienes, a priori, muestran reticencias hacia ciertas medi-

das sociales que implican trasvases desde los integrados en el sistema hacia los marginados,

produciéndose protestas, en concreto, contra las tasaciones por pagar los gastos sociales del

Estado (en tal sentido se habla de los tax welfare backlash). No obstante, frente a estos posi-

cionamientos existe otra posición que considera que ha de superarse la tradicional visión
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“comunitarismo versus liberalismo”. Son quienes en el presente momento de postindustriali-

zación, donde las sociedades se encuentran insertas en complejos cambios y procesos de mul-

ticulturalismo, respaldan un paradigma de pluralidad relacional que implica un rediseño

general de las políticas sociales en un mundo intercomunicado y globalizado. Por su parte, la

vía del voluntarismo y familiarismo –esencialmente defendida por posiciones conservadoras–

es difícil de sostener como alternativa viable en exclusividad al EB. En lo que respecta al volun-

tariado, porque gran parte del mismo se nutre de jóvenes aún estudiantes o en paro, así como

de mujeres y de jubilados, por lo que no ofrece solución definitiva, además de no ser un movi-

miento homogéneo que esté suficientemente diseminado por zonas de desigual desarrollo. La

asistencia social proporcionada por la familia, con los fenómenos señalados de cambio e ines-

tabilidad, junto al difícilmente perdurable papel de la superwoman y a la mayor longevidad

humana –y, en consecuencia, el crecimiento de ancianos dependientes– es harto improbable

que pueda hacer frente a tales desafíos sin las suficientes ayudas de diverso tipo y necesarios

trasvases intergeneracionales (Esping-Andersen, G., 1996 y 2000, y Moreno, L., 2002). 

En conclusión, en un contexto de crisis y predominio de neoliberalismo económico

encuadrado en un marco de globalización financiera, los gobiernos tienden a reajustar sus EB

en sentido restrictivo más que a expandirlos. Lo cierto es que los procesos que nuestro mode-

lo de Estado ha experimentado han sido de reestructuración, con supuestos tanto de expan-

sión como de recortes, de manera que, si bien ha sufrido cierto repliegue al final del período

referido, no cabe catalogarlo como vaciamiento sustancial, y ello a pesar de las notorias pos-

turas ora contradictorias ora ambivalentes sobre sus contenidos y las fuertes críticas sufridas,

en especial, sobre aspectos financieros.

Nota final de la autora

Cuestión aquí no analizada es la acuciante llegada de la crisis más grave conocida en la

segunda mitad del siglo XX, que emerge desde 2008, evidenciándose en estos dos últimos

años, especialmente debida a la burbuja financiera internacional, a la que se añade la de natu-

raleza inmobiliaria agudizada en nuestro país. Aunque enmarcada en los procesos de globa-

lización, parece afectar más a la Eurozona, dadas las numerosas y diversas realidades

económicas estatales sin una fuerte gobernanza comunitaria, estando precisamente los paí-

ses mediterráneos o periféricos (al incluir también a Irlanda) en el ojo del huracán. Es de tal

alcance que se plantea la necesidad de un cambio de modelo productivo a encuadrar nece-

sariamente en una economía sostenible, al tiempo que se manifiesta la dicotomía democra-

cia versus mercado, al verse tan condicionados los gobiernos nacionales a los imperativos

financieros de éste. Se llega a la paradoja de que el debilitado EB y fuertemente endeudado

acaba rescatando al sector bancario en pos de la reactivación económica general, para evitar

males mayores de quiebras, si bien ello parece que acabará generando una creciente desa-

fección ciudadana y movilización social ante el imparable desempleo y los continuos ajustes

sociales, medidas que habrán de seguir adoptándose en la candente reforma laboral, pensio-

nística, así como la tributaria, educativa, energética… aún por acometer. Podría verse como

éstas no suelen realizarse por los gobiernos en época de bonanza, sino que se ven abocados

a llevarlas a cabo en momentos de crisis como el actual, tanto por reacción e imposición

como por evitación de la culpa, al ser más comprendidos por la ciudadanía, en general, los

recortes en esa coyuntura. Como se ve, todo ello es de una envergadura y trascendencia que

tal panorama de por sí ya debería ser objeto de otro análisis y un posible trabajo futuro.
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1 El enfoque estructuralista considera la existencia del EB como una lógica de la sociedad industrial y capitalista, mientras que el institu-

cionalista lo percibe como una respuesta a la lógica social y democrática. Castles lo denominó “la batalla de los paradigmas” (Castles:

1981, 121).

2 Por ejemplo, Rodríguez Cabrero aboga por una visión del EB que responde tanto al crecimiento económico como al desarrollo de las

necesidades sociales. La inclinación hacia los factores económicos o hacia los socio-políticos ha suscitado numerosos debates. 

3 Que el partido en el poder es una variable crucial para explicar el desarrollo del EB es la tesis sostenida, entre otros, tanto por Korpi como

por Ochando, mantenida por éste a partir de la hipótesis de los recursos de poder o Teoría de la Social-Democracia. (Ochando, C: 1999,

op. cit., 155 y ss.).

4 Si bien algunos sostuvieron que “el dominio de partidos de izquierda no incrementa el gasto en bienestar […], cualquier influencia es

débil e indirecta”, como señalara Wilensky, H. L., 1981, 355.

5 Recuérdese, por ejemplo, los casos de la minería en Asturias y la siderurgia en País Vasco y de determinados astilleros en el norte y en el

sur de España.

6 Modelo al que pertenecen, junto a España, otros países sureños, como Italia, Grecia y Portugal, quienes comparten semejanzas en sus

valores, raíces históricas, culturales, peculiaridades institucionales, papel de la Iglesia Católica... Con Irlanda, asimismo, también existen

bastantes analogías en los niveles de gasto social, el tipo de economía, la incidencia y estructura familiar, observándose tendencias de

carácter demográfico y condiciones socioeconómicas similares, en líneas generales, entre todos ellos.

7 Tanto políticas (han necesitado de transiciones a la democracia tras regímenes autoritarios), socioculturales (especial papel de la familia

extensa, sociedades más matriarcales, papel de las organizaciones eclesiásticas), como económicas (sufrieron retrasos en los procesos de

modernización, excepto norte de Italia y España, mayoritariamente presentan los porcentajes más bajos de gasto social, la cuarta parte

de las regiones subdesarrolladas de la UE de los 15 se han venido localizando en el sur italiano y español).

8 Se ha debatido si este tipo de bienestar mediterráneo es la mera expresión de una “familia de naciones”, rezagadas respecto al modelo

continental corporativista al que pertenecen, o si este subtipo latino es mera expresión de un nivel rudimentario de provisión social y

desarrollo institucional. Castles lo califica claramente dentro del modelo continental con bajos niveles de gasto social como peculiaridad

más significativa (Castles, F. y Mitchell, D., 1993). 

9 Quien estableció los siguientes modelos: el nórdico-universalista-socialdemócrata, el continental-contributivo-democristiano y el anglosa-

jón-asistencial-liberal en su obra de 1989, si bien posteriormente, en 2000, señalaría otros tres más: el cuarto mundo de las antípodas

(Nueva Zelanda y Australia), el del mediterráneo y el de Asia oriental, siendo en total seis los modelos que incluyen entre 18 y 20 países.

10 Centralidad del Estado a través de un fuerte intervencionismo, como sucede en el modelo social-demócrata de los países nórdicos,

mediante la concertación social propio del modelo continental corporativo o con la peculiaridad de una ciudadanía subordinada, como

ocurre en el modelo latino.

11 Una crítica a tal institucionalismo centrado en el Estado vinculado al enfoque de los “recursos de poder” de actores colectivos es que, a

menudo, pasa por alto el simple hecho de que el Estado del Bienestar ha hecho concordante con la modernidad muchas funciones pre-

viamente desarrolladas por la familia, la Iglesia, el gremio y la comunidad local. Puede verse a Flora, P. y Heidenheimer, A. J., 1981, 6. 

12 Con tal ley, la cobertura para las pensiones de vejez y de invalidez (de más del 65% para los ciudadanos entre 18 y 65 años) pasó a ser

universal. Los requisitos generales serían: ser residente en España durante 5 años, con 2 ininterrumpidos y previos a la percepción de la

pensión y carencia de recursos económicos (evaluada mediante comprobación de medios del beneficiario). En el período 1980-92 el

número de pensionistas aumentó en 2,5 millones (2,1 contributivas y 0,4 no contributivas), pasando de 4,8 a 7,3 millones. El gasto social

por pensiones se incrementó desde el 5,9% del PIB (5,8% contributivas y 0,1% no contributivas) al 8,6% (8,1 contributivas y 0,5 no

contributivas). Por otra parte, la LGS (1986) estableció el acceso universal a la salud de todos los españoles y residentes extranjeros en

España y la LOGSE (1990) la universalización de la educación secundaria obligatoria y con gratuidad hasta los 16 años. 

13 Cabe recordar la diferencia sustantiva entre el corporativismo propio de regímenes conservadores, en el que los intereses de cada sector

estaban representados de forma monopolística en función de una colaboración interclasista, y el corporativismo o neocorporativismo,

que tiene una sociogénesis claramente diferente, pues surge en los sistemas democráticos cuya evolución va derivando en negociacio-

nes tripartitas y cuando las políticas sociales son ya más plurales.

14 Si a finales del siglo XX la proporción era de 5 personas en edad productiva por cada jubilado, hacia 2040 la relación se reducirá a la

mitad, esto es, de 2,5/1, con lo que se doblará tal carga al haber menos número de activos por cada sujeto pasivo, de manera que la

carga general de dependencia se va agravando, como ya evidenciaban los datos aportados por la OCDE. OECD: New Orientations for
Social Policy, París, 1994.

15 En efecto, desde mediados de los años 90 se ha retomado la línea de acuerdos sociales de carácter temático, entre otros, como el Pacto

de Toledo sobre las pensiones, Pacto por la Estabilidad Económica, sobre rentas mínimas de inserción, sanidad y dependencia, reforma

laboral, el sempiterno pretendido Pacto Educativo… 

16 El número de personas mayores de 65 años se ha duplicado en los últimos treinta años del siglo XX, pasando de 3,3 millones de perso-

nas en 1970 (un 9,7 por ciento de la población total) a más de 6,6 millones en 2000 (16,6 por ciento de la población total). IMSERSO:

2004,15 y ss.

17 A diferencia de las tradicionales pautas españolas ya pretéritas de familias numerosas, el número de hijos por mujer fértil ha disminuido, lle-

gando además éstos más tardíamente. Pero, a pesar de la caída de las tasas de natalidad de los países sureños (siendo más bajas en Europa

las de España e Italia), en la realidad ello no implica que el número de madres haya declinado sensiblemente. Es decir, se retrasa y reduce

la fecundidad, pero no se renuncia a la maternidad. En 1998 dicha tasa llegó a reducirse a 1,16, mientras que en 1970 era de 2,88.

Notas
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18 Como consecuencia de este proceso de envejecimiento interno de la población mayor, el grupo de personas de 80 y más años se ha

duplicado en sólo veinte años (los transcurridos entre 1970 y 1990), pasando de medio millón a más de 1,1 millones de personas, y todo

hace prever que su número superará los 2,9 millones en el año 2016, lo que en términos relativos supone que para esa fecha el 6,1 por

100 de los españoles (tres de cada diez personas mayores de 65 años) superarán los 80 años. Imserso, op. cit.

19 Fenómeno que en EE.UU. viene suponiendo la quinta parte de la población; en Suecia, Países Bajos, Reino Unido y Canadá entre el 10-

15%, y en Europa del sur sólo un 5%. En España en porcentaje de monoparentalidad se sitúa en 7,10% según datos del Instituto

Nacional de Estadística: Encuesta Continua de Presupuestos Familiares, 3er trimestre, 2000.

20 La familia con dos perceptores es lo normal (sobre el 80%) en la Europa escandinava, común en Gran Bretaña, EE.UU. y Francia (sobre

el 60-65%) y poco frecuente en Alemania y el sur europeo, como España e Italia (no llega a la mitad de los casos). OECD: 2005.

21 De carácter muy novedoso serían las políticas surgidas con la supuesta crisis del dual breadwinner model, con medidas como los progra-

mas de igualdad en la esfera reproductiva, de asalarización parcial compartida...

22 Y ello porque la conciliación entre la vida familiar y laboral acaba siendo más bien normativa, en tanto en los países meridionales, como

el trabajo de la mujer suele ser el peor remunerado y ante la falta de servicios infantiles, es ella quien abandona su puesto laboral u opta

por uno de media jornada.

23 Cabe recordar algunos datos sobre la participación laboral de la mujer española, comparando la llamativa evolución registrada desde

finales del franquismo hasta los años noventa. En 1969 había una proporción de 32 trabajadoras por cada 100 trabajadores, aumentan-

do a 39/100 en 1974, a 41/100 en 1985 y a 46/100 en 1990. En el sector público la participación laboral femenina es mayor que en el

privado. En 1964 había en España una ratio de 17 funcionarias por cada 100 empleados públicos, mientras que se incrementó hasta

70/100 en 1991, siendo la proporción de funcionarias de 105 por cada 100 trabajadores públicos varones en el grupo de edad de 25 y

29 años (Garrido, L., 1994, 1315-1327).

24 Precisamente en las pymes españolas –cuyos recursos humanos tanto empresariales como de empleados son tan importantes, siendo

representativas del 80% del total de la población laboral–, la influencia sindical ha mermado notablemente.

25 Otra causa primordial de este debilitamiento sindical ha sido, en concreto, con los sindicatos mayoritarios de gran influjo y autoridad en

la transición democrática, impulsores del cumplimiento de los Pactos de la Moncloa, y de diversos acuerdos de la década de los 80, con-

forme se ha reducido la influencia política de los partidos mayoritarios de la izquierda en los cuadros sindicales y sus afiliados, se ha hecho

más patente la debilidad de los recursos organizativos.

26 Caracterizados por economías más agresivas y así llamados “tigres asiáticos”, son los países del sudeste asiático como Corea y Taiwán o

periféricos a los centros productivos europeos, países ex-comunistas europeos, magrebíes o latinoamericanos más desarrollados.

27 Interesante es la aportación de Avila Francés, J. M. (2001, 23-41), quien a través de una propuesta socialdemócrata defiende el modelo

social europeo frente a la globalización homogeneizadora neoliberal. 

28 Existe una creciente voluntad institucional por la descentralización en los países meridionales hacia los niveles regionales y locales de

gobierno en la lucha contra la pobreza y exclusión social, a través de redes de servicios sociales de base y de los programas de asisten-

cia social. Conjuntamente a la aplicación de criterios selectivos y universalistas, tal línea de trabajo viene configurando un cierto patrón

institucional de actuación en estos EB mediterráneos.

29 Hasta el punto de que a mediados de los años noventa se llegó a promulgar una ley sobre la materia a través de la Ley 6/1996 de

Regulación Jurídica del Voluntariado en España, de 15 de enero de 1996, en donde hubo consenso entre gobierno y oposición. En su expo-

sición de motivos se aludía a las pretensiones de “garantizar la libertad de los ciudadanos a expresar su compromiso solidario a través

de los cauces que mejor se acomoden a sus íntimas convicciones, a promover e impulsar eficazmente la acción voluntaria en sus diver-

sas modalidades y a respetar el orden constitucional de distribución de competencias y, por tanto, las normas que sobre esta materia

hayan dictado o puedan dictar en el futuro las Comunidades Autónomas”.

30 Ejemplos cada vez más extendidos –máxime cuando los sistemas de educación y sanidad españoles son duales, es decir, donde convi-

ven sector público y privado junto al concertado– son la oferta de determinados servicios, como atención domiciliaria, residencias geriá-

tricas, guarderías infantiles, clínicas médicas, gestión privada de determinadas prestaciones, como incapacidades laborales, oficinas de

empleo, etc., a través de conciertos, contratos, cesiones...

31 En Europa en general predominan los ancianos que viven solos o en residencias, siendo los casos de España e Italia los que marcan la

excepción, donde alrededor del 40% de ellos viven con sus hijos. Estas situaciones de insuficiente cuidado, junto a otras realidades, die-

ron lugar a la Ley de Promoción de Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia el 30 de noviembre de 2006,

con amplio respaldo social y político.

32 Hay que decir que, si bien en términos de eficiencia tal tendencia apuesta por crear estímulos que eviten caer en la marginalidad, al tiem-

po que se justifica por su pretensión de erradicar el cobro fraudulento de prestaciones, a la hora de la práctica, en lo que concierne a su

financiación se presenta más complicado.

33 Además, los datos prácticos que arrojan diversos estudios empíricos no evidencian drásticas reducciones en la extensión de los progra-

mas sociales. Sotelsek Salem, D. y Rodríguez Cabrero, G. (eds.): 2002, 21. Sobre argumentos y cuestionamiento del indicador del gasto

social como principal criterio, véase Moreno, L., 2009, 40 y 41.
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